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TJUE 
 

Sustitución del IRPH por otro índice legal 

 

Auto del Tribunal de Justicia (Sala Novena), de 28 de febrero de 2023, en el asunto C-254/22 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 

TFUE, por el Juzgado de Primera Instancia n.º 17 de Palma de Mallorca (Illes Balears) 

mediante auto de 4 de abril de 2022, recibido en el Tribunal de Justicia el 12 de abril de 2022, 

en el procedimiento entre AW, PN y Caixabank, S.A.  

Objeto de la decisión prejudicial – Contexto de la decisión prejudicial – 

Cuestiones prejudiciales primera a cuarta y octava a décima y la primera parte 

de las cuestiones prejudiciales undécima y decimotercera – Cuestiones 

prejudiciales sexta, séptima, duodécima y decimocuarta –Cuestión prejudicial 

quinta (sinopsis de Fernando Zunzunegui y Mercedes Viudes) 

 

Objeto de la decisión prejudicial: “[…] La petición de decisión prejudicial tiene por objeto 

la interpretación de los artículos 3 a 8 de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 

1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores […] , y de los 

artículos 7, 14 y 16 de la Directiva 2014/17/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 

febrero de 2014, sobre los contratos de crédito celebrados con los consumidores para bienes 

inmuebles de uso residencial y por la que se modifican las Directivas2008/48/CE y 

2013/36/UE y el Reglamento (UE) n.º 1093/2010 […]” 

 

Contexto de la decisión prejudicial: “[…] Esta petición se ha presentado en el contexto de 

un litigio entre, por una parte, AW y PN y, por otra, Caixabank, S. A., en relación con una 

cláusula relativa al tipo de interés variable de un contrato de préstamo hipotecario celebrado 

entre estas partes. […]” 

 

Cuestiones prejudiciales primera a cuarta y octava a décima y la primera parte 

de las cuestiones prejudiciales undécima y decimotercera: “[…] [P]rocede responder 

[…] que los artículos 3, 5 y 7 de la Directiva 93/13 deben interpretarse en el sentido de que no 

se oponen a una normativa y a una jurisprudencia nacionales que dispensan al profesional de 

facilitar al consumidor, en el momento de la celebración de un contrato de préstamo 

hipotecario, la información relativa a la evolución pasada del índice de referencia, al menos 

durante los dos últimos años, llevando a cabo una comparación con, al menos, un índice 

diferente, como el euríbor, siempre que esta normativa y esta jurisprudencia nacionales 

permitan al juez comprobar que, habida cuenta de la información públicamente disponible y 

accesible y de la información facilitada, en su caso, por el profesional, un consumidor medio, 

normalmente informado y razonablemente atento y perspicaz, estaba en condiciones de 

comprender el funcionamiento concreto del modo de cálculo del índice de referencia y de 

valorar así, basándose en criterios precisos y comprensibles, las consecuencias económicas, 

potencialmente significativas, de una cláusula que fija un tipo de interés variable sobre sus 

obligaciones financieras. […]”  
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Cuestiones prejudiciales sexta, séptima, duodécima y decimocuarta: “[…]  

[P]rocede responder […] que los artículos 3, 5 y 7 de la Directiva 93/13 deben interpretarse en 

el sentido de que se oponen a una normativa y a una jurisprudencia nacionales según las cuales 

la falta de buena fe del profesional es un requisito previo necesario para llevar a 

cabo cualquier control del contenido de una cláusula no transparente de un 

contrato celebrado con un consumidor. Corresponde al órgano jurisdiccional remitente 

determinar si, habida cuenta de todas las circunstancias pertinentes del litigio principal, debe 

considerarse que el profesional actuó de buena fe al fijar el tipo de interés de un préstamo 

hipotecario tomando como referencia un índice previsto por la ley, y si la cláusula que 

incorpora tal índice puede causar en detrimento del consumidor un desequilibrio importante 

entre los derechos y obligaciones de las partes que se derivan del contrato. […]” [Énfasis 

añadido] 

 

Cuestión prejudicial quinta: “[…]  [C]uando un contrato celebrado entre un profesional y 

un consumidor no puede subsistir tras la supresión de una cláusula abusiva, el Tribunal de 

Justicia ha admitido que el artículo 6,apartado 1, de la Directiva 93/13 no se opone a que el 

juez nacional, aplicando principios del Derecho de los contratos, suprima la cláusula abusiva 

sustituyéndola por una disposición supletoria de Derecho nacional en aquellos casos en que la 

declaración de nulidad de la cláusula abusiva obligue al juez a anular el contrato en su 

totalidad, quedando expuesto así el consumidor a consecuencias especialmente perjudiciales. 

[…] A este respecto, debe recordarse que el objetivo de la Directiva 93/13 no es el de procurar 

una ventaja económica a los consumidores, sino el de protegerlos contra las cláusulas abusivas 

incluidas en los contratos celebrados con los profesionales […]  Es preciso igualmente señalar 

que la supresión de la cláusula controvertida permitiría disuadir al profesional de incluir una 

cláusula de ese tipo en un futuro contrato con un consumidor, lo cual es compatible con el 

objetivo a largo plazo previsto en el artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13. Así, en una 

situación como la del litigio principal, en la que el contrato puede subsistir sin la cláusula 

controvertida, el artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 no permite que un juez nacional 

modifique el contenido de esta cláusula por el mero hecho de que la supresión de dicha cláusula 

no reportaría un beneficio económico al consumidor. En efecto, la facultad del juez nacional 

no puede ir más allá de la sustitución, con carácter excepcional, de la cláusula declarada 

abusiva por una normativa supletoria nacional en atención al mayor perjuicio que le causaría 

al consumidor la anulación del contrato en su totalidad. […] [E]l Tribunal de Justicia ya 

ha declarado que los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 

deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a que, en caso de nulidad 

de una cláusula abusiva que fija el tipo de interés variable de un préstamo 

hipotecario recurriendo a un índice de referencia, el juez nacional sustituya ese 

índice por un índice legal, aplicable a falta de acuerdo en contrario de las partes 

del contrato, siempre que el contrato de préstamo hipotecario en cuestión no 

pueda subsistir tras la supresión de dicha cláusula abusiva y que la anulación del 

contrato en su totalidad deje al consumidor expuesto a consecuencias 

especialmente perjudiciales. […]” [Énfasis añadido] 

 

Texto completo de la sentencia 
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